En atención a la carta del Sr. Mads Andenas, Pesidente del Grupo de Trabajo de las Naciones Unidas sobre la Detención Arbitraria, con referencia G/SO 218/2 del 11 de diciembre de 2013, y al cuestionario adjunto sobre “el derecho de toda persona privada de su libertad mediante detención o prisión a recurrir ante un tribunal a fin de que éste decida sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión es ilegal”, preparado por el Órgano mencionado en base a la resolución 20/16 de fecha 6 de julio de 2012 del Consejo de Derechos Humanos (párrafo 11); el Procurador de los Derechos Humanos de la República de Guatemala, Sr. Jorge Eduardo de León Duque, se complace en brindar la siguiente contribución.
1) Por favor indique el interés y la práctica de su institución con respecto al derecho de toda persona privada de su libertad mediante detención o prisión a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión es ilegal. 

El Procurador de los Derechos Humanos, en el marco de sus atribuciones constitucionales
 y de su Ley específica
 como defensor de los derechos humanos, creó en marzo de 1998 la Defensoría del Debido Proceso y del Recluso, para dar seguimiento a las diferentes situaciones que resultan lesivas a los derechos de las personas privadas de su libertad, al encontrarse éstas sujetas a proceso penal o en cumplimiento de condena. 

En 2013, mediante Acuerdo SG 113-2013, el Procurador de los Derechos Humanos definió el objeto y funciones de la Defensoría del Debido Proceso, de la forma siguiente: 
“Artículo 3. DEFENSORÍA DEL DEBIDO PROCESO. Tiene por objeto la protección de los derechos inherentes de la persona sujeta a procesos judiciales, de conocimiento o de ejecución. Asimismo vela por la observancia de los derechos de las personas privadas de libertad en relación a sus derechos fundamentales cuando estos son vulnerados durante su reclusión. Sus funciones específicas son las siguientes:
1. La fiscalización y control a las instituciones del Estado para el respeto, protección y defensa de los derechos humanos de estos grupos.

2. Promover la incidencia política, así como la atención a la víctima, entendiéndose por víctimas a las personas que individual o colectivamente hayan sufrido daños, incluso lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones y omisiones que violen la legislación vigente.

3. Monitorear el funcionamiento del sistema penitenciario del país, dar seguimiento a sus recomendaciones”.

En ese marco, el Procurador de los Derechos Humanos supervisa, investiga, realiza recomendaciones a la administración pública sobre las diferentes situaciones que resultan lesivas a los derechos humanos, o bien, declara la violación de los mismos, cuando así procede. Y, en los casos en que haya ocurrido una detención ilegal, el Procurador puede solicitar la exhibición personal
. 

2) Por favor, indique si el derecho de toda persona privada de su libertad mediante detención o prisión a recurrir ante un tribunal se encuentra incorporado en la legislación nacional. 

La Constitución Política de la República de Guatemala (CPRG) reconoce la detención legal, el derecho de toda persona detenida a ser puesta a disposición de la autoridad judicial competente en el plazo mínimo establecido, el derecho de defensa, y la presunción de inocencia y publicidad del proceso, en la forma siguiente:

“Artículo 6. Detención Legal. Ninguna persona puede ser detenida o presa, sino por causa de delito o falta y en virtud de orden librada con apego a la ley por autoridad judicial competente. Se exceptúan los casos de flagrante delito o falta. Los detenidos deberán ser puestos a disposición de la autoridad judicial competente en un plazo que no exceda de seis horas, y no podrán quedar sujetos a ninguna otra autoridad”.

“Artículo 8. Derechos del detenido. Todo detenido deberá ser informado inmediatamente de sus derechos en forma que le sean comprensibles, especialmente que pueda proveerse de un defensor, el cual podrá estar presente en todas las diligencias policiales y judiciales. El detenido no podrá ser obligado a declarar sino ante autoridad judicial competente”.
“Artículo 9º.- Interrogatorio a detenidos o presos. Las autoridades judiciales son las únicas competentes para interrogar a los detenidos o presos. Esta diligencia deberá practicarse dentro de un plazo que no exceda de veinticuatro horas”.

“Artículo 12. Derecho de defensa. La defensa de la persona y sus derechos son inviolables. Nadie podrá ser condenado, ni privado de sus derechos, sin haber sido citado, oído y vencido en proceso legal ante juez o tribunal competente y preestablecido”
.

“Artículo 14. Presunción de inocencia y publicidad del proceso. Toda persona es inocente, mientras no se le haya declarado responsable judicialmente, en sentencia debidamente ejecutoriada”.

3) ¿Cuáles son los problemas a los que a menudo se enfrentan las personas en la realización de su derecho en su país? 

Entre los principales problemas están la falta de celeridad y la discontinuidad de los procesos judiciales.
De los monitoreos que realizó la IPDH en 2013 al sistema penitenciario, se determinó que de una muestra de 710 personas con prisión preventiva, el 85% no había sido juzgada, situación por la cual el Procurador señaló que la prisión preventiva debe ser la excepción y no la regla como desafortunadamente ocurre en el país
.
El Instituto de la Defensa Pública Penal –IDPP-, entidad creada para el servicio público de defensa penal
, no ha contado con los suficientes recursos humanos y financieros para garantizar el cumplimiento eficaz de sus funciones constitucionales que se refieren al derecho del detenido de poseer un defensor, el derecho de defensa y de un proceso legal, así como de la presunción de inocencia y publicidad del proceso (arts. 8, 12 y 14 de la CPRG), especialmente, porque la mayoría de personas no cuentan con los recursos económicos para pagar a un abogado particular. 

Históricamente, el IDPP es la institución del sector justicia que menos porcentaje del presupuesto ha tenido; en comparación con el Organismo Judicial y el Ministerio Público en los últimos cinco años (Q 13,329,133,235), el IDPP ha tenido el 5%, en promedio, del presupuesto total vigente entre las tres instituciones
. 
Además, el presupuesto del IDPP ha sido inconsistente en dicho periodo: en 2010 y 2011, decreció en un 0.3% y en un 6.9%, respectivamente, con relación al año precedente, a pesar de las necesidades y las nuevas responsabilidades que adquirió con la entrada en vigencia de la Ley contra el Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer (2008)
, y por las nuevas necesidades surgidas a partir de las reformas al Código Procesal Penal
, como la ampliación de competencias de los Juzgados de Paz
, la creación de nuevos juzgados unipersonales
, y los juzgados de turno
. 

La variación positiva de esa tendencia se comienza ha reflejar  en los últimos dos años, y que significó un incremento del 10.6% en 2012, y un 10% en 2013, con relación al año precedente.
Guatemala no cuenta con una política nacional de investigación criminal que ayude a dar celeridad a los procesos judiciales penales. En los últimos años, la institución del Procurador de los Derechos Humanos (IPDH) ha registrado anualmente entre 350 y 375 denuncias por discontinuidad y la lentitud de los procesos judiciales
. 

En menor número las denuncias son porque las personas privadas de libertad no cuentan con el auxilio de un abogado o no se le permite una defensa; por no haber sido juzgado en un plazo razonable o en un proceso justo e imparcial; porque no se le presumió su inocencia, no se le informó de sus derechos, no se le permite la información sobre el proceso que enfrenta, y no se le permite que el proceso sea público. El conjunto de denuncias relacionadas a estos casos en 2013 (de enero a noviembre) sumó 253. 
El retardo en los procesos judiciales penales influye directamente a que el hacinamiento en los centros penales sea un problema de cada vez más grave; en 2013 la capacidad de internamiento del sistema penitenciario fue superada en más del 155%.
El hacinamiento en los centros penales dificulta la clasificación adecuada de las personas privadas de libertad, según su situación jurídica de prevención o cumplimiento de condena.
4) ¿De qué manera su institución ayuda a las personas que no disfrutan del derecho de toda persona privada de su libertad mediante detención o prisión a recurrir ante un tribunal? 

La IPDH realiza monitoreos y supervisiones periódicas a los centros de detención preventiva y de cumplimiento de condena, para verificar el cumplimiento de los derechos de las personas privadas de su libertad en los mismos, entre ellos, el cumplimiento eficaz del “debido proceso”, de conformidad con la CPRG y las etapas y plazos establecidos en el Código Procesal Penal
 (libro II, título I y II)
Cuando una persona lo requiere, la IPDH brinda el acompañamiento oportuno, mediante su asistencia en las audiencias procesales, el requerimiento de informes circunstanciados a las autoridades policiales o judiciales sobre los casos en cuestión, y ejerciendo supervisión in situ al trabajo de los operadores de justicia que están a cargo del diligenciamiento de los mismos.

5) ¿Apoya la institución de su país la realización y aplicación de este derecho? Si la respuesta es afirmativa, por favor explique cómo. 

La Defensoría del Debido Proceso da seguimiento a las denuncias que recibe la IPDH y que se relacionan directamente con situaciones que viven las personas privadas de su libertad, tales como: la falta de celeridad en el trámite de procesos y la falta de cumplimiento de los plazos legales, la falta de celeridad en el trámite de expedientes de redención de penas por trabajo o estudio; la vulneración de derechos fundamentales como dignidad, salud y alimentación personal; el hacinamiento y condiciones de habitabilidad en los centros penales.
En atención a ello, la Defensoría del Debido Proceso brinda asesoría y acompañamiento a personas denunciantes, y verifica las situaciones denunciadas; realiza análisis jurídicos y emite opinión de los casos que investiga a requerimiento de la autoridad superior, para que el Procurador de los Derechos Humanos pueda resolver y pronunciarse sobre las situaciones constatadas, realizando recomendaciones a la administración pública, o bien declarando la violación de derechos.
Para el seguimiento de denuncias en los ámbitos señalados, la IPDH también cuenta con la Unidad Contra la Impunidad, la Unidad de Derechos Específicos y la Unidad de Prevención de Maltratos, todas éstas dependencias de la Dirección de Procuración.

La Dirección de Procuración tiene entre sus funciones: atender personalmente a denunciantes a requerimiento del despacho superior; revisar los proyectos de resolución final remitidos por las diferentes Unidades, así como elaborar proyectos de resoluciones finales y pronunciamientos a requerimiento del despacho superior; coordinar acompañamientos, monitoreos y verificaciones en atención de las denuncias recibidas
.

6) Por favor, indique cómo los principios y directrices básicos sobre los recursos y procedimientos relacionados con el derecho de toda persona privada de libertad apoyarán su trabajo. 

Tales recursos y procedimientos vendrán a reforzar el trabajo de la IPDH para brindar un mejor acompañamiento a las personas privadas de su libertad, especialmente, frente a los procesos judiciales penales que enfrentan. 
Los mismos también reforzarán el fundamento (jurídico) de las resoluciones y pronunciamientos del Procurador de los Derechos Humanos, ya sea para declarar la lesividad de los derechos de las personas privadas de su libertad, o bien para recomendar a la administración pública en el sentido de que situaciones lesivas a los mismos puedan subsanarse, repararse y prevenirse.
7) ¿En su opinión, cómo apoyarán los principios y directrices básicos a su país? 

Al igual que lo han sido las reglas mínimas, los principios básicos, las declaraciones, y directrices de las Naciones Unidas relativas al tratamiento del delincuente y de la persona privada de su libertad, los principios y directrices básicos en cuestión integrarán y complementarán la legislación nacional, y pueden influir para que las normas y las prácticas nacionales en la materia, se ajusten a las normas internacionales pertinentes y a los instrumentos jurídicos internacionales aplicables, de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos.

En consecuencia, garantizar en mayor medida el cumplimiento de los derechos de las personas privadas de su libertad, a fin de evitar arbitrariedades de las autorices (policiales y judiciales) en la detención y privación de libertad de las personas. 
� Art. 274 de la Constitución Política de la República de Guatemala (vigente desde 1986)


� Art. 13 y 14 de la Ley de la Comisión de los Derechos Humanos del Congreso de la República y del Procurador de los Derechos Humanos Decreto 54-86 del Congreso de la República de Guatemala. 


� El artículo 25 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad (Decreto 1-86 de la Asamblea Nacional Constituyente), establece que el Ministerio Público y el Procurador de los Derechos Humanos, tienen legitimación activa para interponer amparo a efecto de proteger los intereses que les han sido encomendados.


� Al respecto, la Corte de Constitucionalidad ha resuelto: “...Tal garantía consiste en la observancia por parte del tribunal, de todas las normas relativas a la tramitación del juicio y el derecho de las partes de obtener un pronunciamiento que ponga término, del modo más rápido posible, a la situación de incertidumbre que entraña el procedimiento judicial. Implica la posibilidad efectiva de ocurrir ante el órgano jurisdiccional competente para procurar la obtención de la justicia, y de realizar ante el mismo todos los actos legales encaminados a la defensa de sus derechos en juicio, debiendo ser oído y dársele oportunidad de hacer valer sus medios de defensa, en la forma y con las solemnidades prescritas en las leyes respectivas. Se refiere concretamente, a la posibilidad efectiva de realizar todos los actos encaminados a la defensa de su persona o de sus derechos en juicio. Si al aplicar la ley procesal al caso concreto se priva a la persona de su derecho de accionar ante jueces competentes y preestablecidos, de defenderse, de ofrecer y aportar prueba, de presentar alegatos, de usar medios de impugnación contra resoluciones judiciales, entonces se estará ante una violación de la garantía constitucional del debido proceso...” Gaceta No. 54, expediente 105-99, página No. 49, sentencia: 16-12-99”.


“...Los derechos de audiencia y al debido proceso reconocidos en el artículo 12 de la ley fundamental, al provenir de una norma general prevista en la parte dogmática, deben tener plena observancia en todo procedimiento en que se sancione, condene o afecten derechos de una persona. Tienen mayor relevancia y características en los procesos judiciales es cierto, pero su aplicación es imperativa en todo tipo de procedimientos, aún ante la administración pública y Organismo Legislativo y cualquier otra esfera de actuación, media vez, por actos de poder público, se afecten derechos de una persona. Tales derechos abarcan la potestad de ser oído, de ofrecer y


producir medios de prueba y de rebatir las argumentaciones deducidas, y el pronunciamiento definitivo de conformidad con la ley. Su observancia es vital por cuanto determina protección de los derechos de la persona y fortalece la seguridad jurídica... Gaceta No. 57, expediente No. 272-00, página No. 121, sentencia: 06-07-00”.


“...Sin embargo, cabe hacer énfasis en el hecho de que dicho principio no se agota con el sólo cumplimiento de las fases que conforman los procesos -cualquiera que sea su índole-, pues es necesario que en cada una de ellas se respeten los derechos que la ley confiere a las partes de acuerdo al derecho que ejercitan. De ahí que en la sustanciación de un proceso bien podrían consumarse todas las etapas necesarias para su tramitación pero, si en una o varias de ellas se impide o veda a las partes el uso de un derecho, ello se traduce en violación del derecho al debido proceso...” Gaceta No. 59, expedientes acumulados Nos. 491-00 y 525-00, página No. 106, sentencia: 16-06-00”.


� Al respecto, la Corte de Constitucionalidad ha resuelto: “...el artículo 14 constitucional reconoce, en su primer párrafo, el derecho fundamental de toda persona a la que se impute la comisión de hechos, actos u omisiones ilícitos o indebidos a que se presuma su inocencia durante la dilación del proceso o expediente en el que se conozca la denuncia, y hasta en tanto no se le haya declarado responsable judicialmente en sentencia debidamente ejecutoriada. Se trata, entonces, de una presunción iuris tantum...” Gaceta No. 47, expediente No. 1011-97, página No. 109, sentencia: 31-03-98.


"...una presunción iuris tantum”, dirigida a garantizar al sindicado que no podrá sufrir pena o sanción que no tenga fundamento en prueba pertinente, valorada por un tribunal con eficacia suficiente para destruir la presunción y basar un fallo razonable de responsabilidad, porque, en caso contrario, el principio constitucional enunciado prevalecerá en su favor...” Gaceta No. 60, expediente No. 288-00, página No. 115, sentencia 02-05-01.


� Declaraciones a los medios de comunicación, 15 de octubre de 2013:  http://www.pdh.org.gt/noticias/noticias-destacadas/l


� Véase: Título I de la Ley del Servicio Público de  Defensa Penal Decreto 129-97 del Congreso de la República de Guatemala.


� Sistema de Contabilidad Integrada –SICOIN. 


� Decreto 22-2008 del Congreso de la República.


� Decreto 7-2011 del Congreso de la República.


� Acuerdo 26-2011 de la Corte Suprema de Justicia.


� Acuerdo 19-2011 de la Corte Suprema de Justicia.


� Acuerdo 19-2010 de la Corte Suprema de Justicia


� Datos sistematizados por la Dirección de Investigación en Derechos de la IPDH, 


� Decreto 51-92 del Congreso de la República, y sus modificaciones contenidas en: Decretos del Congreso de la República 45-93, 32-96, 41-96, 103-96, 114-96, 79-97, 129-97, 56-2000, 57-2000, 30-2001, 51-2002, 37-2008, 17-2009, 18-2010 y 7-2011, entre otras; y sentencias de la Corte de Constitucionalidad siguientes: a) 26/01/1995, Expediente 296-94; b) 24/02/1997, Expediente 929-96 c) 16/12/1999, Expediente 105-99; d) 18/11/2002, Expediente 1555-2001, e) 09/12/2002, Expediente 890-2001 y f) 12/04/2011, Expediente 939-2008.





� Artículo 28 del Regla de Organización y Funcionamiento de la institución del Procurador de los Derechos Humanos Acuerdo número SG 078-2013 (publicado en el Diario Oficial el 26 de noviembre de 2013).





